Informe Alternativo  

A las cuestiones planteadas por el Comité al primer Informe del Estado de Guatemala

Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad –CDPD-

Decreto 59-2008

Comisión Informe Alternativo

De la CDPD Guatemala
1.      Asociación Colectivo Vida Independiente de Guatemala, El Colectivo.

 2.      Asociación de Ciegos para la Cultura y el Deporte, ACCD Guatemala,

 3.      Asociación Guatemalteca de Esclerosis Múltiple. ASOGEM

 4.      Centro de Investigación y Educación Popular, CIEP

 5.      Asociación de Mujeres “Semillas para el Futuro”, ASOMUSEF

 6. Comité Pro-Ciegos y Sordos de Guatemala,

 7. Asociación Guatemalteca de Personas con Discapacidad Visual -AGUAPEDIV-

8. Red Nacional para las Personas con Discapacidad   de Guatemala

 -RENADISGUA-, Sociedad Civil

 9. Asociación Educativa para el Sordo -ASEDES-

10. Asociación de Personas con Discapacidad Jareb Francisco, ASOJEF
Guatemala, agosto del 2016

I. Introducción

Las organizaciones sociales que participamos en la elaboración del Informe Alternativo referido a la Convención sobre Derechos de las Personas con Discapacidad, nos disponemos a informar en referencia a la lista de cuestiones que se le ha hecho al Estado de Guatemala, sobre el primer informe oficial. 

Es importante considerar como uno de los principales hallazgos referidos a la información proporcionada por el Estado de Guatemala -a través de la institucionalidad responsable de redactar el informe-, que se evidencian pocos avances en el cumplimiento a la Convención sobre Derechos de las Personas con Discapacidad que nuestro país Guatemala adoptó a través del Decreto Gubernativo 59-2008. 

A la fecha del presente informe, se sigue sin mayor respuesta a las necesidades de la población con algún tipo de deficiencia, situación que se agudiza en las personas que viven en el área rural del país, asimismo en la situación y condición de ser mujeres.  Por lo que, en el marco de la inclusión de la población Indígena las vivencias son más relevantes que las estadísticas por dos razones: La población Indígena representa más del 60% de la población Guatemalteca, por lo que podemos decir que somos la mayoría. Por otro lado la mayoría de servicios y recursos se centran en el área capitalina a nivel general (aún con deficiencias). En los departamentos, municipios y aún más en áreas  rurales la cobertura es casi nula.

Como sociedad civil organizada buscamos que se respeten los derechos de las personas con discapacidad tomando en consideración la participación de las propias personas en los distintos espacios que les concierne. Por lo que a nuestro juicio trasladamos en este documento nuestras respuestas que son de su interés para la evaluación que le harán a Guatemala este 22 y 23 de agosto de 2016.

“La posibilidad de encontrarnos, reencontrarnos, conocernos y reconocernos como sujetos políticos es una forma de fortalecer las luchas y articular esfuerzos para juntas y juntos construyamos una sociedad y un mundo para todas y todos, sin discriminación, racismo, clasismo, sexismo, exclusiones… 
¡Construyamos una sociedad para todas y todos¡”

Comisión del Informe Alternativo sobre la CDPD
A.
 Propósito y obligaciones generales (arts. 1 a 4)

1. 
Sírvanse ofrecer mayor información sobre cómo se determina la discapacidad y el procedimiento utilizado para certificarla.
No existe ningún procedimiento, tal y como lo admite el Estado en el primer párrafo de su respuesta a esta cuestión. El Gobierno dice, en el tercer párrafo de dicha respuesta, estar trabajando para ponerlo en práctica en el 2018.
En el país no existe un Sistema Nacional para la Calificación y Certificación de la Discapacidad. En el Registro Nacional de las Personas, RENAP, la inscripción de la discapacidad se realiza a discreción del funcionario o a petición de la persona con discapacidad. El Seguro Social certifica la discapacidad, pero solo el 22.8% de los asalariados están afiliados a esta institución  y, por si fuera poco, únicamente el 20-25% de la población total tiene un trabajo formal (según la Encuesta Nacional de Empleo 2014 del Instituto Nacional de Estadística.
RECOMENDACIÓN 1: Se debe crear una mesa interinstitucional que reúna a todos los involucrados, sin dejar de lado el enfoque de derechos y que la certificación no solo pasa por la evaluación médica sobre la deficiencia biológica.

2.
 Sírvanse proporcionar información sobre qué medidas específicas está tomando el Estado Parte para revisar y armonizar su ordenamiento jurídico (Constitución, Código Civil y Código Penal, entre otros) y sus políticas públicas, de acuerdo a lo establecido en el Artículo 4.1 de la Convención
No existe hasta el momento iniciativa alguna referida a la modificación de la Ley de Atención para las Personas con Discapacidad. (Decreto Número 135-96) ni la politica en Discapacidad ni la ley de educación especial ni el  resto de legislación, ni la misma Constitución. 
En el primer semestre 2016 se inició la socialización de la propuesta de una nueva ley (armonizada con CDPD) elaborada por la Comisión Guatemalteca de Auditoria Social en Discapacidad, COGUASDI con el apoyo técnico del Grupo LEGIS (entidad especializada en gestión parlamentaria). A esta iniciativa se integró la Red Nacional de Discapacidad en Guatemala y recientemente la Plataforma de organizaciones de personas con discapacidad, todas organizaciones de la sociedad civil. El Consejo Nacional de Atención a las Personas con Discapacidad, CONADI, se integró al proceso, pero actualmente no apoyan en su totalidad el contenido de esta propuesta, por ende actualmente no existen esfuerzos del Estado para revisar y armonizar el ordenamiento jurídico.

En la actualidad, el Congreso de la República sigue sin actuar para brindar mejoras en las condiciones de la población con discapacidad y, especialmente, en el área rural, de las comunidades lingüísticas, las personas pobres y extremadamente pobres. Es oportuno mencionar que la única universidad estatal -la Universidad de San Carlos de Guatemala- creó la política de atención a la población con discapacidad el 29 de octubre de 2014. No obstante, la misma carece de presupuesto y, hasta el día de hoy, no hay avances sustanciales en el cumplimiento de la misma

RECOMENDACIÓN 2: Exigir a los legisladores que aprueben la iniciativa 5125 ley marco sobre discapacidad y que ello permita hacer los cambios oportunos frente a la problemática de la población con discapacidad de la República, a fin de que sea el paraguas para las reformas a otras leyes y propuestas de políticas públicas
3. 
Tengan a bien facilitar información actualizada sobre los avances de la Política Nacional de Discapacidad (2012), así como los recursos económicos, materiales y humanos asignados para su implementación; Indiquen además las medidas tomadas por el Estado Parte para la evaluación de su cumplimiento e impacto en las personas con discapacidad.

La Política no está armonizada con la CDPD y el impacto en la población es casi nula. Es de destacar que su asignación presupuestaria anualmente es de cinco millones de quetzales que hoy está unida en presupuesto al Consejo Nacional para la Atención de las Personas con Discapacidad, asumiendo, en total, un presupuesto aproximado de trece millones por año, lo cual es insuficiente para atender a la realidad de vida de las personas con discapacidad. 
Hasta la fecha no existen resultados concretos del impacto que la implementación de la Política Nacional de Discapacidad ha tenido en la calidad de vida de las personas con discapacidad. Generalmente CONADI informa que los principales resultados de la implementación de esta política han sido la creación de los CODEDIS (Comisiones Departamentales de Discapacidad), COMUDIS (Comisiones Municipales de Discapacidad) y Oficinas Municipales; los cuales hasta la fecha funcionan sin recursos económicos y materiales; ni con una planificación para el seguimiento de sus acciones. Muchas organizaciones locales insisten en que estas instancias existen por su propio esfuerzo y que los funcionarios públicos que participan en estos entes lo hacen de común acuerdo, por simpatía y compromiso, pero sin ningún respaldo legal, político y económico de las altas autoridades de sus instituciones (Ministerios, Municipalidades, principalmente). El Estado debería informar del Plan Estratégico y del Presupuesto para el funcionamiento de estos entes creados como resultado de la Política Nacional.

La población con discapacidad crece significativamente cada año y dicha política no responde en lo mínimo a las necesidades de la población. Cuando el Estado refiere la creación de diez oficinas municipales de discapacidad cabe destacar que en el país hay 340 municipios, con lo cual implicaría que solo el 3.5% está cubierto, lo cual tampoco es un impacto significativo.

RECOMENDACIÓN 3: Brinde una asignación  presupuestaria considerable para atender efectivamente a  actividades para la implementación de la política de discapacidad, y no para cuestiones administrativas. 
4.
 Sírvanse informar sobre los mecanismos utilizados por el Estado Parte para consultar a las organizaciones de personas con discapacidad en la elaboración y adopción de leyes y políticas para hacer efectiva la Convención, así como en otros procesos de toma de decisiones sobre cuestiones que les afecten.

No existe un mecanismo de consulta creado. La CONADI es responsable de dar seguimiento y cumplimiento a la Convención, pero la misma no lleva a cabo procedimiento alguno de consulta a las organizaciones de personas con discapacidad. En la mayoría de veces son informadas pero su voz no es considerada en la toma de decisión, siendo de mayo peso la opinión de los funcionarios delegados a participar en este espacio. Al momento de “recibir opiniones” se convoca a las organizaciones integrantes a través de talleres y reuniones regionales, siendo en su mayoría actividades de carácter informativo. 

El Estado ha respondido que el Consejo de Delegados es el mecanismo de consulta a la sociedad civil, pero en la realidad no se ha instituido  un verdadero procedimiento de participación y consulta significativas. 
Actualmente son las personas ciegas, las personas sordas y las personas con discapacidad físicas quienes tienen participación en el Consejo. Por el contrario, falta incorporar a las personas con sordoceguera, con discapacidad intelectual y psicosocial, así como  a aquellas personas con discapacidad no organizadas.

Nos preguntamos: ¿Cuáles han sido las Grandes Consultas realizadas a la Asamblea de Delegados, que han generado cambios profundos en las instituciones públicas que son parte de esta Asamblea y que realmente han impactado en la calidad de vida de las personas con discapacidad?

RECOMENDACIÓN 4: Instaure los mecanismos respectivos establecidos en los artículos 4.3 y 33.3 de la CDPD, a fin de garantizar que todas las personas con discapacidad, sin discriminación por tipo de discapacidad, tengan real participación en igualdad de condiciones en los temas que les concierne. 
B. 
Derechos específicos. Igualdad y no discriminación (art. 5)

5.
 Sírvanse facilitar información sobre las medidas que está tomando el Estado Parte para proteger a todas las personas con discapacidad, incluyendo las personas indígenas, mujeres, niños y personas mayores con discapacidad, de la discriminación interseccional; Por favor, amplíen información sobre las denuncias recibidas por discriminación, así como los mecanismos establecidos para su seguimiento y los remedios disponibles en casos de discriminación.

No existe la protección contra la discriminación, tanto por una sola causal como desde una perspectiva de interseccionalidad. 

Consideramos que hasta la fecha las medidas implementadas son mínimas y no se aplican en todas las instancias públicas. La mayoría de funcionarios públicos desconocen el tema y siguen manejando estereotipos y prejuicios contra las personas con discapacidad y esto atraviesa las instituciones desde los puestos de alta jerarquía hasta los operativos. Los procedimientos no están formalmente reglamentados y normados y mucho menos existen sanciones para funcionarios.

RECOMENDACIÓN 5: Promover, a través del CONADI, la toma de conciencia sobre los derechos de toda la población, específicamente en el área rural, a fin de generar la cultura de denuncia de casos de discriminación ante las instancias correspondientes según el caso.

6.
Sírvanse indicar de qué manera la legislación del Estado parte contempla explícitamente la denegación de un ajuste razonable como una forma específica de discriminación; Indiquen también de qué manera se aplica el concepto de “ajuste razonable" como mecanismo de igualdad y no discriminación de las personas con discapacidad.

El concepto de ajuste razonable no está contemplado en ninguna normativa, tampoco la referida a la discriminación, por lo tanto no se aplica, ni se respeta su aplicación. Las disposiciones actuales son generales y no están desarrolladas.

La inexistencia de una base legal que ampare un ajuste razonable en todos los ámbitos ha causado que no se lo vea con importancia y que, a su vez, no amerite la atención necesaria para desarrollar cualquier actividad o programa. Por tanto, se evidencia aún la exclusión hacia las personas con discapacidad de sus derechos y libertades fundamentales.
RECOMENDACIÓN 6: Legislar en lo referido a los ajustes razonables como medida de carácter obligatorio en todas las dependencias, de tal forma que su inobservancia sea considerada como un acto de discriminación.

Mujeres con discapacidad (Art 6)
7.
Sírvanse informar acerca de las medidas que el Estado parte está desarrollando para incluir a las mujeres con discapacidad en las políticas y acciones dirigidas a las mujeres en general, como son las derivadas de la Ley contra el Feminicidio y otras formas de Violencia contra la Mujer (RD 22-2008), la Ley para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia Intrafamiliar (RD 07-96) o la Ley de Dignificación y Promoción Integral de la Mujer (Decreto 7-99).

En lo referido a la respuesta por el Estado de Guatemala, desconocemos el convenio que menciona.
Hasta la fecha, las mujeres con discapacidad siguen siendo invisibilizadas por las instituciones; incluso por las mismas organizaciones que promueven los derechos humanos de las mujeres, con muy pocas excepciones. 

RECOMENDACIÓN 7: Promueva la perspectiva de discapacidad en toda la normativa referida a las mujeres y adopte medidas reglamentarias para que la mujer con discapacidad sea considerada sujeta de derechos y de toma de decisiones.
8.
Sírvanse por favor informar sobre las medidas que se están llevando a cabo para la inclusión de mujeres con discapacidad en los Organismos generales de mujeres, tales como, la Secretaría Presidencial de la Mujer (SEPREM), la Oficina Nacional de la Mujer, la Dirección de Equidad Étnica y de Género, la Unidad de la Mujer y Análisis de Género o la Defensoría de la Mujer Indígena.

La respuesta del Estado evidencia que aún no se han tomado tales medidas para la inclusión. Se constata que hay institucionalidad que hace referencia al seguimiento de lo relativo a las mujeres en general y manifiestan que piensan incluirlo en el POA 2017. 

RECOMENDACIÓN 8.: Incluya mujeres con discapacidad en estos organismos. Incluya la perspectiva de discapacidad en el Plan Operativo Anual 2017, garantizando el correspondiente monitoreo. 
Niños y niñas con discapacidad (Art 7)

9.
Sírvanse explicar en relación a la Ley de Protección Integral de la Niñez y Adolescencia las medidas concretas que se están desarrollando, así como el presupuesto asignado para proporcionar servicios y programas inclusivos para la mejora de la calidad de vida de la infancia y adolescencia con discapacidad.

En relación  con la respuesta del Estado es evidente que hay grandes limitaciones en cuanto a las medidas concretas, porque los programas de la Secretaría de Bienestar Social funcionan con un enfoque totalmente asistencialista y paternalista. Tienen muy pocos recursos económicos, materiales y humanos y,  por lo tanto, la cobertura es muy baja (el Estado debería informar la cantidad de estudiantes que atienden, así como el seguimiento y acompañamiento cuando egresan de sus centros).

El Centro Alida España de Arana y el Centro de Capacitación Ocupacional funcionan en la ciudad de Guatemala dejando fuera de cobertura al resto de los más de 300 municipios. En el interior del país los programas que atienden  a la niñez y adolescencia con discapacidad han sido creados a partir de las iniciativas y necesidades de las familias, con apoyo de organizaciones no gubernamentales y con mínimos recursos del Ministerio de Educación y Municipalidades.
Los derechos de los/as niños/as siguen siendo vulnerados/as, aun contando con la Ley de Protección Integral de la Niñez y Adolescencia. En esta normativa no se hace referencia a las condiciones específicas de la  niñez y juventud con discapacidad. No se brinda atención a la niñez del interior de la República, ya que todos los servicios se centralizan en la ciudad capital y aún así sigue siendo incipiente la respuesta a tales dificultades.
En Guatemala se regula por Ley la educación especial, lo cual orienta las actitudes, la atención y los objetivos de la educación orientados a las niñas y los niños con discapacidad. Es un reto abordar la EDUCACION INCLUSIVA. 

RECOMENDACIÓN 9: Diseñar e implementar programas integrales para trabajar por los Niñas, Niños y Adolescentes con discapacidad, con suficiente presupuesto para cubrir las necesidades de los servicios necesarios. Los programas de atención a niñez y adolescencia deberían abarcar todos los ámbitos socioculturales y económicos justicia, educación, salud, alimentación, vivienda, etc. Debe incidir en que todas las instancias que trabajan con niños, niñas y adolescentes sean inclusivas y accesibles para que toda atención necesaria les sea brindada en igualdad.

10.
 Tengan a bien explicar qué medidas se están tomando para enmendar el artículo 13 de la Ley de Protección Integral de la Niñez y la Adolescencia (PINA) y el Artículo 253 del Código Civil, tal y como recomendó el Comité sobre los Derechos del Niño (CRC/CGTM/CO/3-4, 2010); Por favor informen también sobre qué medidas se están poniendo en marcha para crear un sistema eficaz de detección de malos tratos en los niños y niñas con discapacidad, tanto en el ámbito de la familia como en el entorno educativo, sanitario y en las instituciones; Informen también sobre las medidas que ha tomado la Procuraduría de la Niñez y Adolescencia para atender a la niñez con discapacidad violentada y abusada.

No se conocen los avances referidos en la respuesta del Estado de Guatemala,  ni cómo el Programa de Prevención de Violencia Escolar ha abordado el mal trato contra las niñas y los niños con discapacidad, tanto por adultos como por escolares. Tampoco se conocen la metodología y contenidos desarrollados con madres y padres de familia y los compromisos de seguimiento. 

En relación con el sistema de consultas y quejas, se desconocen estadísticas sobre el tipo de denuncias de discriminación por discapacidad recibidas y el tratamiento dado.  

RECOMENDACIÓN 10.  Desarrolle programas integrales que incluyan la modificación el currículo escolar, campañas de sensibilización y prevención de la violencia y discriminación contra niñas y niños con discapacidad. Así mismo, tipifique penalmente y con agravantes la violencia sexual contra niñas y niños con discapacidad. 
Toma de conciencia (art. 8)

11.
Sírvanse ampliar información sobre el alcance e impacto de las acciones y programas de concienciación sobre los derechos humanos de las personas con discapacidad desarrolladas por el Ministerio de Salud Pública y Asistencia Social.

En el área rural no existen programas que trabajen el empoderamiento sobre derechos humanos de las personas con discapacidad. Han sido muy pocas las actividades que se han realizado para este propósito, ya que no se ha asignado un presupuesto directamente a las personas con discapacidad. 

En consideración a la respuesta que da el Estado no estamos de acuerdo con la misma ya que en el área rural el Ministerio de Salud no ha garantizado la salud de las personas con discapacidad, dado que no ha brindado el apoyo suficiente para que las personas que necesitan medicamentos anticonvulsivos o de otra índole, tengan acceso a ellos.  
Las acciones generadas tienen muy bajo nivel de impacto; ya que hasta la fecha no han generado cambios, no han modificado estereotipos, actitudes, prejuicios. No existe ningún programa eventual, ni permanente de sensibilización a la sociedad sobre los derechos de las personas con discapacidad, donde se establezca el abordaje de la discapacidad y se brinde información y toma de conciencia. Además, es limitado y mínimo el aporte realizado por el CONADI al respecto. El Ministerio de Salud Pública y Asistencia Social carece de programa permanente de sensibilización alguno sobre la discapacidad.

Hace alrededor de 3 años, la Procuraduría de los Derechos Humanos promovió una campaña, desconociéndose sus resultados. Las únicas campañas que promueve el CONADI generalmente las lleva a cabo el 3 de diciembre. 

RECOMENDACIÒN 11: Aumente el presupuesto invertido en estos procesos de formación y concienciación, con participación activa de las organizaciones y de las personas con discapacidad en su diseño y validación, a fin de que tengan impacto en la sociedad. 

Accesibilidad (Art 9)
12. 
Sírvanse informar sobre las medidas tomadas para garantizar el derecho de acceso de las personas con discapacidad al transporte público y el entorno construido en relación a la Ley de Atención a las Personas con Discapacidad y su Reglamento, indicando los mecanismos de vigilancia, cumplimiento y sanción previstos a este respecto.

A manera de ejemplo se han observado maltratos y abusos dentro de los centros de justicia locales. No existe acceso a los juzgados de paz y no es un tema de interés para las autoridades por lo que es la propia persona quien debe proveerse de un intérprete de lenguaje de señas para poder acceder a un juicio justo y digno. Se carece de la provisión de sillas de ruedas y es destacable la inaccesibilidad a lugares y transportes públicos. 

En relación con la respuesta dada por el Estado, consideramos que han sido mínimas las acciones realizadas hasta la fecha, y en su mayoría  han sido de “buenas intenciones”. 

Sobre las responsabilidades del Alcalde Metropolitano cabe destacar que,  el transporte parcialmente accesible (porque las paradas no lo son)  no cubre todas las zonas de la capital, dado que las rutas que funcionan actualmente son únicamente 4. En el inciso 60 del informe alternativo
 ya habíamos dado cuenta de una sentencia condenatoria por inaccesibilidad metropolitana, lo cual el Estado nunca respondió. 

Un porcentaje bastante grande de la población  no vive en las zonas urbanas del país, por lo que es evidente que el resultado que ha obtenido el gobierno con la accesibilidad del Transmetro es ineficaz para avanzar en relación con el transporte público del resto del país.
RECOMENDACIÒN 12. Garantice que el trasporte sea accesible en todo el país y para todas las personas con discapacidad. En la ciudad capital, extienda el servicio de unidades de transporte accesible a todas las zonas con las debidas medidas de seguridad.
Igual reconocimiento como persona ante la ley (art. 12)

13.
 Tengan a bien indicar cuándo tiene previsto el Estado Parte realizar la modificación y armonización de la legislación vigente sobre la capacidad jurídica de las personas con discapacidad, incluyendo los artículos referidos a su interdicción y tutoría del Código Civil; Informen sobre qué medidas tiene previstas el Estado Parte para proporcionar los apoyos necesarios en la toma de decisiones asistida y para proporcionar salvaguardias adecuadas y efectivas a las personas con discapacidad, en concordancia con el artículo 12 de la Convención.

En referencia a la respuesta proporcionada por el Estado consideramos que el Organismo Judicial tiene una mirada muy limitada sobre la discapacidad, así como no ha sido modificada la legislación en referencia a la definición y concepción de la misma. A manera de ejemplo podemos observar cómo al momento de administrar justicia desconocen como brindar el apoyo adecuado de tal forma que las personas sean sujetas de derechos. 
RECOMENDACIÒN 13: Divulgue ampliamente la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad, promoviendo mecanismos que permitan su implementación de tal forma que las personas con discapacidad sean sujetas de derechos y se tome en cuenta su opinión y decisión. 
Acceso a la justicia (Art 13)
14.
Sírvanse informar sobre qué medidas ha introducido el Estado parte para garantizar el respeto a las debidas garantías procesales de las personas con discapacidad; Por favor, indiquen además qué medidas de accesibilidad y qué ajustes razonables se ponen a disposición de las personas con discapacidad para que puedan acceder a los sistemas judicial y administrativo, incluyendo el sistema de justicia dentro del derecho de los pueblos indígenas, y de las personas con discapacidad privadas de libertad.

En referencia a la respuesta dada por el Estado, las reformas implementadas no especifican, ni visibilizan a las personas con discapacidad. El Organismo Judicial ha facilitado el acceso a algunos de sus edificios, pero no a la totalidad. No existen protocolos específicos para la atención de personas con discapacidad; no existen intérpretes de Lengua de Señas certificados; y los funcionarios públicos no están lo suficientemente capacitados para implementar ajustes razonables en este sentido. El Derecho de los Pueblos Indígenas aún no ha sido reconocido por el Sistema de Justicia guatemalteco. A manera de ejemplo: En cuanto a la accesibilidad física, no todos los edificios judiciales cuentan con rampas para el acceso de personas usuarias de sillas de ruedas. 
Las y los trabajadores de las dependencias del Estado no tienen información sobre otras medidas de accesibilidad y trato hacia las personas con discapacidad, ni tampoco sobre la legislación en materia de discapacidad.

RECOMENDACIÒN 14. Brinde condiciones de accesibilidad en todos los espacios físicos del Organismo Judicial. 

15.
 Sírvanse explicar qué medidas ha adoptado el Estado parte para garantizar un enfoque de derechos humanos en la administración de justicia para las personas con discapacidad por parte de quienes trabajan en este ámbito.
En referencia a la respuesta dada por el Estado referido a las jornadas de capacitación y formación dirigida a jueces, auxiliares y personal administrativo, consideramos que el impacto de estas capacitaciones es mínimo; si tomamos en cuenta que en el Anuario del Organismo Judicial del 2014 se registraron 680 órganos jurisdiccionales. La cobertura se dificulta dado que no existe una normativa nacional. Tampoco los estudiantes universitarios de las facultades de Ciencias Jurídicas y Sociales cuentan con formación acerca de los derechos humanos de las personas con discapacidad. 

RECOMENDACIÒN 15. CONADI debe diseñar un plan nacional de capacitación para operadores de justicia, Policía Nacional Civil y Ministerio Público en coordinación con otras instituciones, como la Procuraduría de los Derechos Humanos, la Comisión Presidencial de Derechos Humanos, y otras. Presupuesto para estas acciones. 
Libertad y seguridad de la persona (Art 14) 

16.
 Sírvanse explicar qué medidas legislativas, administrativas y judiciales está tomando el Estado parte para garantizar que ninguna persona sea internada por razón de su deficiencia y contra su voluntad; Asimismo, por favor, expliquen qué mecanismos se están poniendo en marcha para regular y supervisar las condiciones físicas, materiales y de higiene de los centros, así como para prevenir la violencia y el abuso de las personas con discapacidad detenidas.

En referencia a la respuesta dada por el Estado, se evidencia una clara debilidad en las medidas legislativas, ya que a lo que se hace referencia son garantías que le asisten a la población en general como exhibición personal y el Amparo (que aún así no se utilizan por desconocimiento, salvo que se tenga asistencia legal). Tampoco se tienen regulados los mecanismos de regulación y supervisión. 

La Defensa Pública actúa cuando ya se tiene que garantizar la defensa a una persona que está sujeta a un proceso, la Procuraduría de Derechos Humanos recibe denuncias pero pocas veces actúa para la prevención. La mayoría de organizaciones que velan por los derechos pocas veces logran encaminar esfuerzos para la prevención ya que en su mayoría atienden violaciones a los derechos. 

RECOMENDACIÒN 16: Produzca estadísticas sobre las exhibiciones personales y amparos que se han presentado por parte de personas con discapacidad y sus resultados. 
Protección contra la Tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes (art.15)

17.
 Sírvanse explicar qué acciones se están llevando a cabo para implementar las Observaciones finales del Comité contra la Tortura (CAT/C/GTM/CO/5-6, 2013) en relación a los hospitales psiquiátricos, instituciones de internamiento de personas con discapacidad y centros penitenciarios para evitar el internamiento de personas condenadas por delitos y personas con discapacidad; Tengan a bien explicar si se han aplicado las medidas cautelares que la Comisión Interamericana de Derechos Humanos determinó con respecto al Hospital Nacional de Salud Mental Federico Mora en relación a las personas con discapacidad. 

En relación con la respuesta dada por el Estado, se considera que en el caso del Hospital Nacional de Salud Mental Federico Mora, las acciones que se han desarrollado están en proceso de ejecución. 

Es importante mencionar que aún se cuenta con un solo lugar de internamiento de personas con discapacidad por lo que, aunque se separen los mecanismos, las concepciones y tratamientos no pueden variar ya que el personal es el mismo. 

RECOMENDACIÒN 17: Erradicar gradualmente las instituciones públicas y privadas donde se recluye a las personas con discapacidad, así también como asegurar que las personas con discapacidad no sean privadas de su libertad en razón de su deficiencia, y que el Estado apoye con recursos y servicios en la comunidad a aquellas personas que desean abandonar las instituciones en las que actualmente residen.
Protección contra la explotación, la violencia y el abuso (Art 16)

18. 
Sírvanse explicar de qué forma la Ley contra la Violencia Sexual, Explotación y Trata de Personas toma en consideración la atención a las personas con discapacidad, especialmente a la infancia, a las mujeres y a las personas indígenas 

El Estado afirma en su respuesta que: “Si bien es cierto, a pesar de que en concreto  la Ley contra la Violencia Sexual, Explotación y Trata de Personas, no especifica la protección a la población con discapacidad, el principio de la no discriminación determina la protección a la población con discapacidad”. Es claro que suponer que se sobre-entiende la protección no garantiza las medidas necesarias urgentes y específicas para la atención a las personas con discapacidad por lo cual se constata la situación agravante.  

RECOMENDACIÓN 18: Produzca estadísticas referidas a denuncias por tortura, maltrato o penas crueles, inhumanas o degradantes y tome  medidas necesarias referidas a cada situación, según edad, género y etnia.
Protección de la integridad personal (Art 17)
19.
Sírvanse informar sobre las medidas específicas adoptadas por el Estado Parte para impedir que las personas con discapacidad, en especial las que han sido declaradas jurídicamente incapacitadas, sean sometidas a tratamientos sin su consentimiento informado, como ensayos clínicos, terapia electro convulsiva, intervenciones psicoquirúrgicas, procesos de interrupción del embarazo o esterilizaciones, entre otros.

En referencia a la respuesta dada por el Estado es preocupante que no haya avances referidos a este punto. Es importante a manera de ejemplo indicar como en la vida cotidiana la opinión de las personas con discapacidad, especialmente con discapacidad intelectual, psicosocial o auditiva, sigue sin ser tomadas en cuenta. Otras personas opinan por ellas, sin consultarles, y esto trasladado a las “autoridades estatales” se agrava. 
RECOMENDACIÓN 19: Garantice el respeto a la integridad física y mental de las personas con discapacidad en igualdad de condiciones con las demás personas.

Libertad de desplazamiento y nacionalidad (Art 18)
20.
 Sírvanse indicar qué medidas se están tomando para asegurar el registro universal de nacimiento de todos los niños y niñas con discapacidad sin excepción; Asimismo, informen sobre las medidas tomadas por el Estado Parte para que todas las personas con discapacidad dispongan del Documento Único de Identificación de Personas.

En referencia a la respuesta del Estado es preocupante que no se hace mención a la situación del registro de las niñas y niños con discapacidad, se desconoce si hay políticas orientadas a motivar a las familias a la inscripción de niñas y niños sin excepción. En muchos casos las familias ocultan a sus hijos e hijas y en experiencias conocidas se sabe que no son registrados y no cuentan con su debida identificación. 

RECOMENDACIÒN 20: Que el RENAP produzca un informe sobre el número de personas con discapacidad registradas, desagregado por el tipo de discapacidad.

Viviendo independientemente y ser incluido en la comunidad (Art 19)
21.
Tengan a bien informar sobre qué políticas públicas existen para promover la vida en la comunidad y si éstas contemplan subsidios, ayudas técnicas y asistencia personal para la vida independiente.

En relación a lo que el Estado responde, se constata que aún no se tienen acciones en ejecución orientadas para este derecho. Las estadísticas son inexistentes en cuánto a la cantidad de personas con discapacidad en el país y sobre los impactos que estos programas tienen en la vida de las personas. Los subsidios siguen dándose desde posturas asistenciales y no existen estrategias claras para promover la independencia económica y proyectos de vida dignos para las personas con discapacidad. Si bien existen menciones en la política pública en discapacidad, dichos servicios no se encuentran disponibles para todas las personas. En otras palabras, no cuentan con apoyos técnicos de ninguna naturaleza. El Centro “Alida España” solo atiende a la niñez con discapacidad intelectual.

RECOMENDACIÓN 21: Cree una unidad de apoyos técnicos que permitan, sin distinción de tipo de discapacidad, que todas las personas puedan vivir independientemente en su comunidad. Asimismo, invierta en la obtención y producción de dichas ayudas técnicas.
Libertad de expresión y acceso a la información (Art 21)
22.
Sírvanse informar sobre los servicios que se están prestando para que las personas con discapacidad puedan acceder a la información y a la comunicación en lengua de señas, formatos accesibles y sistemas alternativos de comunicación, incluido el Braille y formatos de lectura fácil; Asimismo, indiquen cuándo el Estado Parte tiene previsto el reconocimiento oficial de la lengua de señas y la certificación de los intérpretes.

En referencia a la respuesta del Estado, se constatan pocos avances. Por ejemplo no hay medidas establecidas para generar información en formatos accesibles. La televisión local, incluyendo los noticieros, carece de un entorno de interpretación de lengua de señas. Ni el propio CONADI tiene todo su material accesible. Por su parte, el proyecto de ley que dé reconocimiento a la lengua de señas como lengua oficial está siendo tratado desde 2008 en la Comisión de Asuntos de Discapacidad del Congreso de la República, sin mayor avance actualmente. 

RECOMENDACIÓN 22: En línea con la ratificación del  Tratado de Marrakech, producida el 29 de junio 2016. (Como consecuencia de un trabajo conjunto y fuerte a lo largo de dos años entre sector público y las organizaciones de y para personas con discapacidad) reforme la ley de derechos de autor y derechos conexos número 33-98 que incluye lo referente al acceso a la lectura e información accesible.

Respeto del hogar y la familia (Art 23)
23.
 Tengan a bien facilitar información sobre qué medidas se están llevando a cabo para agilizar la adopción de niños y niñas con discapacidad, de forma que se simplifiquen los trámites burocráticos del sistema de adopciones.
En referencia a la respuesta dada por el Estado se constata que no se han tomado medidas para agilizar la adopción. En el numeral 131
 del informe alternativo ya habíamos hecho referencia a este tema. 

RECOMENDACIÓN 23: Promueva la adopción de niños, niñas y adolescentes con discapacidad, en atención a su impacto favorable.  

Educación (Art 24)
24.
 Sírvanse proporcionar información actualizada sobre las medidas legislativas, políticas y programas que el Estado parte está desarrollando para garantizar el sistema nacional de educación inclusiva. Asimismo, sírvanse informar sobre las acciones que se estén poniendo en práctica para incrementar el número de niñas asistiendo a centros educativos. Por favor indiquen si el Estado parte incluye la formación obligatoria, antes de entrar a trabajar y durante el desempeño de su trabajo, para todo el personal docente, administrativo y de otras categorías profesionales en el ejercicio de sus funciones sobre el sistema de educación inclusiva.

La educación media y superior es mucho más limitada por la condición de pobreza que se vive en el interior del país. Por su parte, las y los maestros no están preparados para atender a una persona con discapacidad porque no existe formación para estas áreas. 

El abordaje de la educación sigue siendo especial. No hay una real inclusión, ya que en todos los casos el estudiante con discapacidad es el que sea no encuentra al maestro o maestra debidamente preparado para brindar la educación de calidad (ya que, por ejemplo, no sabe Braille, desconoce la lengua de señas, etc.) y eso deja al/a estudiante excluido del proceso de enseñanza aprendizaje.
A manera de ejemplo en el área rural somos excluidos, la mayoría de Centros Educativos prefieren negar el ingreso de las personas con discapacidad en las aulas, lo cual es un derecho. Por su parte las familias no reclaman porque se conforman con escuchar que nosotros no podemos estudiar porque no tenemos capacidad.  Hay falta de accesibilidad en la infraestructura de todos los centros Educativos del área rural. Las y los maestros no hablan un idioma Maya. El enfoque Social Educativo que se le da a la Discapacidad es malo. Así mismo se destaca la falta de recursos materiales y humanos. El sistema Nacional de Educación es deplorable en relación con el derecho a la educación, empezando en que el currículo nacional base (CNB) es excluyente.
Desconocemos los resultados cuantitativos y cualitativos respecto a l población con discapacidad que participa en los precarios procesos de educación inclusiva y los porcentajes respecto a la población escolar y universitaria nacional. Falta información acerca de la formación de maestros y maestras especializadas para promover la educación inclusiva: ¿Cuál es el pensum de formación? ¿se promueve el enfoque de derechos humanos? ¿Con qué recursos cuentan? ¿Cuál es el porcentaje del Ministerio de Educación para promover la Educación Inclusiva?
RECOMENDACIÒN 24: Reforme la Ley de Educación Especial para pasar del modelo asistencialista y médico rehabilitador a la inclusión educativa real y de calidad, asignando mayor presupuesto para su implementación. 
Salud (Art 25)
25.
 Tengan a bien explicar qué acciones concretas se están poniendo en marcha para garantizar el acceso a la salud, a los medicamentos y servicios de salud sexual y reproductiva a las personas con discapacidad así como a sus derechos, incluidos la accesibilidad física y de comunicación y el acceso a los medicamentos y a las campañas de prevención del VIH, así como los presupuestos asignados para tal fin, tanto en las zonas urbanas como rurales.

En diversos hospitales y centros de salud no existe accesibilidad ni formación al personal para una atención justa y digna a las personas que necesitan un método de comunicación por medio de señas. Las personas con discapacidad intelectual o psicosocial son las más discriminadas en atención en salud, ya que sin protocolos ni procedimientos son, muchas veces, enviadas al hospital de salud mental “Federico Mora#, en donde reciben tratos inhumanos y denigrantes por la falta de capacidad para atenderlos con justeza. 

Se ha excluido a la población indígena que vive con discapacidad de sus medicamentos y su salud, ya que no se cuenta con el personal adecuado dentro de los hospitales rurales ni mucho menos en los centros de atención permanente (los medicamentos necesarios deben comprarlos a un costo bastante elevado)
En referencia a la respuesta dada por el Estado se constatan pocos avances en el trabajo realizado en este aspecto y el mismo no se expande a todos los grupos de personas con discapacidad y sus distintas edades.

A manera de ejemplo: En nuestras comunidades rurales existen pequeños edificios para atender el tema de Salud en donde trabaja un promotor, pero los exámenes se realizan con puro “oído”, no hay  siquiera un calmante. En materia de discapacidad no hay condiciones mínimas dado que no hay anticonvulsivos, aparatos o profesionales de rehabilitación. 

RECOMENDACIÒN 25: Crear e implementar campañas en el sistema nacional de salud, orientadas a mejorar y superar el imaginario social referido a las personas con discapacidad y su derecho a la  decisión en materia de salud sexual y reproductiva. Aumentar el presupuesto en todo lo referido a las personas con discapacidad. Garantizar las unidades de Inclusión de las personas con discapacidad. 

Informen sobre medidas para la universalización de la cobertura a personas con discapacidad de la ley 475 sobre prestaciones de servicios de salud; también informe sobre la adopción de la ley de salud mental y las instituciones involucradas en su ejecución
Es necesario que el Estado de cuenta de la actual crisis del Sistema Nacional de Salud. El 22 de julio pasado renunció el Ministro de Salud debido al estado de calamidad del sistema. El modelo actual de asistencia ha caducado y es totalmente inoperante. Las personas con discapacidad de escasos recursos no tienen acceso a servicios de salud dignos, no cuentan con medicamentos, programas de rehabilitación, etc. Los pocos que existen están centralizados en las zonas urbanas. Los servicios de salud actualmente están siendo gradualmente privatizados.
Trabajo y empleo (Art 27)
26. 
Sírvanse proporcionar información sobre los avances que se han producido en relación con la iniciativa de “Ley de regulación de la inclusión laboral para las personas con discapacidad” del 30 de enero de 2014 con perspectiva de género.

En lo laboral no se aplican las convenciones o tratados internacionales que respaldan tales derechos. No existe inclusión laboral, aún se está tratando de hacer inserción porque no hay concientización por parte de empresas o generadores de empleo para garantizar la igualdad en el acceso laboral. Tampoco existe capacitación a las personas con discapacidad para que puedan desempeñarse dentro de un entorno laboral competitivo y digno.

Hasta la fecha desconocemos si hubieron denuncias por discriminación en el ámbito laboral; probablemente ningún funcionario público, empleador o patrón haya sido sancionado por este motivo.

En su respuesta el Estado destaca que no hay avances en el proyecto de ley mencionado. Se trata de una de las muchas iniciativas pendientes de avanzar, ya que está en el olvido por parte del Congreso de la República. Además dicha propuesta de ley no es conocida por los distintos actores involucrados.

A manera de ejemplo: Las Personas con Discapacidad en el área Rural principalmente Indígena nos dedicamos la mayoría a apoyar a nuestros padres en la agricultura o en el aprendizaje de elaboración de artesanías para sobrevivir. Pero aquellas personas desplazadas, deportadas, endeudadas, embargadas, excluidas, que tienen un a persona con Discapacidad a su cargo, etc., pequeños proyectos productivos colectivos e individuales.
RECOMENDACIÓN 26: Aprobar la iniciativa de “Ley de regulación de la inclusión laboral para las personas con discapacidad”, incluyendo los ajustes razonables laborales. Promueva activamente que los sectores público y privado brinden oportunidades para las personas con discapacidad.

Nivel de vida adecuado y protección social (Art 28)
27.
 Sírvanse facilitar información sobre qué garantías sociales están disponibles para las personas con discapacidad y qué medidas y presupuesto tiene previsto poner en marcha el Estado parte para su mejora y ampliación; Por favor, informen también sobre la inclusión de las personas con discapacidad como beneficiarias de las estrategias de reducción de la pobreza del Estado Parte.

El Plan Nacional de Desarrollo al que hace mención la respuesta del Estado (denominado K 'atun 32) es el mismo que proponía el anterior gobierno, no contando con un plan propio, tampoco uno vinculado con las personas con discapacidad. Además, en relación con lo que refiere CONADI sobre organizaciones que reciben un aporte, es de destacar que el mismo es mínimo y no alcanza a todas las organizaciones parte del CONADI (deja fuera a aquellas organizaciones no miembros del Consejo).

Los servicios disponibles para las personas con discapacidad que proporciona el Estado son insignificantes y de mínima cobertura. Por ejemplo a través del Ministerio de Desarrollo se proporciona un bono de $18.75 mensuales para las familias que tienen hijos o hijas con discapacidad, según el informe de SEGEPLAN 2015 acerca de los avances establecidos en los Objetivos del Milenio. Este informe se presentó en diciembre de 2015, y es el único resultado presentado respecto a la población con discapacidad. Para Valerie Julliand coordinadora residente del Sistema de Naciones Unidas en Guatemala, el 63% de incumplimiento de los Objetivos de Desarrollo del Milenio del país “va en contra de la tendencia mundial de reducir la probreza”. (El Periódico.01.12.2016).  Los últimos datos de la Encuesta Nacional de Condiciones de Vida de 2014, indican que la pobreza aumentó 2.9 por ciento, lo cual significa que 59% de la población vive en pobreza y pobreza extrema. Esta situación y otros factores sociales y políticos repercuten significativamente en la calidad de vida de las personas con discapacidad y sus familias.

RECOMENDACIÓN 27: Promover una política de protección social que mejore la calidad de vida de las personas con discapacidad, incluyendo el aumento del presupuesto correspondiente. En relación con los fondos otorgados desde CONADI a organizaciones de personas con discapacidad, extienda dicho otorgamiento a todas ellas, formen parte o no del Consejo.

Participación en la vida política y pública (Art 29)
28.
Sírvanse facilitar información actualizada sobre las medidas específicas que está tomando el Estado parte para revisar y armonizar la legislación en vigor para garantizar el derecho al voto y presentarse como candidatos en elecciones de todas las personas con discapacidad; Por favor, informen además sobre qué medidas se están llevando a cabo para garantizar la accesibilidad del voto.

Actualmente el Congreso de la República está debatiendo reformas a la Ley electoral y de partidos políticos, pero lo referente a las personas con discapacidad no está siendo considerado, ni siquiera la inclusión del derecho a ser electo/a. y, tal como lo subraya el Gobierno, solo se piensa en el derecho al sufragio. No obstante, en las elecciones de 2015 no se contó con las papeletas Braille, entre otros recursos necesarios para ejercer libremente el voto. 

Si bien el Tribunal Supremo Electoral firma convenios ante cada elección general con el CONADI, los mismos no implican herramientas de trabajo. Por el contrario, se delega en instituciones privadas y de personas con discapacidad la implementación del voto accesible, aduciendo no tener recursos financieros necesarios para crear dispositivos electorales pertinentes para, por ejemplo, las personas ciegas.

RECOMENDACIÓN 28: Que se garantice que las personas con discapacidad cuenten con las medidas de participación, información y  accesibilidad necesarias para ejercer el derecho a elegir y ser electos. 

Participación en la vida cultural, las actividades recreativas, el esparcimiento y el deporte (art. 30)

29.
 Sírvanse indicar las medidas tomadas por el Estado Parte para ratificar el Tratado de Marrakech de la OMPI para facilitar el acceso a las obras publicadas a las personas ciegas, con discapacidad visual o con otras dificultades para acceder al texto impreso, así como las medidas previstas para garantizar la aplicación efectiva de dicho Tratado.

La ratificación del Tratado de Marrakech es el claro ejemplo de un trabajo conjunto entre sector público y sociedad civil. Pero deviene necesario el compromiso del Ministerio de Educación y del Comité Pro-Ciegos y Sordos de Guatemala para su implementación, así como del Registro de la Propiedad Intelectual del Ministerio de Economía para la reforma a la ley de derechos de autor. Es clave también incluir a las organizaciones de personas ciegas que ya trabajan en el acceso a la lectura e información.

RECOMENDACIÓN 29: Fortalezca el acceso a la información y a la lectura para personas ciegas, logrando que las editoriales, las universidades, las bibliotecas y todas aquellas instituciones que cuenten con centros de documentación, tengan más libros accesibles. Asimismo, asuma la implementación del plan específico de cumplimiento del Tratado de Marrakech.

C.
Obligaciones específicas

Recopilación de datos y estadísticas (Art 31)
30.
 Sírvanse facilitar información sobre las medidas previstas por el Estado Parte para la actualización de estadísticas nacionales sobre personas con discapacidad, los estudios que se están llevando a cabo para conocer su situación y si prevé la realización de un censo. Por favor indiquen de qué manera se incorpora el marco de Desarrollo Sostenible 2030 y sus indicadores en la recopilación de datos y estadísticas del Estado parte.

Actualmente está en desarrollo la Encuesta Nacional de Discapacidad y se espera que para el primer semestre del próximo año se puedan tener datos al respecto, siendo que se esperaban resultados a diciembre de 2015.  Esperamos que sean datos confiables y válidos, los cuales son urgentes para los procesos de diseño e implementación de políticas públicas. Guatemala está en deuda con la población con discapacidad, ya que la Encuesta Nacional en Discapacidad ENDIS realizada en 2005, no incluyó a menores de seis años (quienes hoy son una nueva generación). 

RECOMENDACIÓN 30: Establecer políticas públicas específicas en respuesta a las necesidades de la población con discapacidad, tomando como referencia censos actualizados. 
Cooperación internacional (art.32)

31.
 Sírvanse indicar cómo ha repercutido la financiación procedente de la cooperación internacional en las personas con discapacidad.

Lo relevante que aporta el Estado es que gracias a la cooperación se está realizando actualmente un censo. 

RECOMENDACIÓN 31: Brinde un informe sobre cómo se ha utilizado el financiamiento de la cooperación internacional en materia de discapacidad.
32.
 Sírvanse indicar qué medidas se han tomado para asegurar que los derechos en relación con las personas con discapacidad, tal y como se reconocen en la Convención, han sido transversalizados en los planes nacionales relativos a la implementación y monitorización de la Agenda 2030 y los Objetivos de Desarrollo Sostenible. Así mismo, por favor informen sobre qué medidas han sido adoptadas para asegurar que las organizaciones de personas con discapacidad estén siendo involucradas, de manera significativa, en estos procesos.



En relación con la respuesta del Estado se hace evidente que si no se insiste de manera constante para que se transversalice los derechos de las personas con discapacidad, estos son más difíciles de respetar. 

El 14 de enero de 2016 asumió un nuevo gobierno en Guatemala, el cual cuatro meses después de asumir funciones presentó el Plan Nacional de Desarrollo, el cual se basa en el Plan denominado “K´atun Nuestra Guatemala 2032”. 
El pasado 3 de mayo el Secretario de Planificación y Programación de la Presidencia, SEGEPLAN expuso los avances para “apropiarse e implementar” la Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible y explicó que los Objetivos de Desarrollo Sostenible se anclan en este Plan Nacional y que el seguimiento del mismo está a cargo del Sistema de Consejos de Desarrollo Urbano y Rural. La población con discapacidad es visible en este plan nacional principalmente en los ejes de: Protección Social y Asistencia Social y Provisión y atención en Servicios de Salud y Rehabilitación. En otras temáticas tales como: Desarrollo rural integral; Infraestructura para el desarrollo; Generación de empleo decente y de calidad y en educación se habla de sistemas de formación, reentrenamiento y participación electoral y política, básicamente. El plan menciona dos políticas públicas vigentes: la Política Nacional en Discapacidad y la Política de Educación Inclusiva para la población con necesidades educativas especiales, con o sin discapacidad.

RECOMENDACIÓN 32. Asigne recursos para el 2017 en lo referido a este plan y las personas con discapacidad. Promueva  mecanismos, planes y estrategias específicas para monitorear la implementación de los objetivos de desarrollo sostenible dirigidos a la población con discapacidad.
Aplicación y seguimiento nacionales (Art 33)
33.
 Sírvanse indicar qué medidas tiene previstas desarrollar el Estado parte para fortalecer el mecanismo de coordinación del Consejo Nacional de Atención a las Personas con Discapacidad; Asimismo, tengan a bien informar sobre la estructura de los mecanismos independientes previstos en el artículo 33.2 de la Convención y el apoyo que se ofrece por el Estado para asegurarla participación de las personas con discapacidad a través de sus organizaciones representativas.

Es un reto para el Estado fortalecer el mecanismo de coordinación existente, considerando que a la fecha se ha cuestionado fuertemente si es el CONADI el mecanismo que facilita y aporta al cumplimiento de la Convención. Esto es así,  ya que a las instituciones públicas no brindaron respuesta alguna sobre el CONADI porque desconocen su existencia y porque no lo consideran el organismo responsable del cumplimiento de los derechos de la población con discapacidad.
Es preocupante que el CONADI sea el mayor oponente frente a iniciativas de cambio, sean éstas legislativas, reglamentarias, de estructura institucional o cualquier otro tipo de avance propuesto por la sociedad civil en respuesta a las necesidades de la población con discapacidad.

Es oportuno mencionar que en la iniciativa de ley identificada con el número 5125 se promueven cambios significativos a los que dicho Consejo  se opone, no permitiendo ni el cambio sustancial desde una Secretaría Presidencial de Discapacidad, ni la incorporación de un Consejo Consultivo como mecanismo de monitoreo de la CDPD, ni la participación de la sociedad civil. 
Actualmente solo participan delegados de las organizaciones que han sido nombrados y si no se tiene delegación no se tiene forma de participación. 
RECOMENDACIÒN 33: Implemente los mecanismos referidos en el artículo 33 de la CDPD, incluyendo la designación de un mecanismo de coordinación intergubernamental. Asimismo, cuente con la participación de la sociedad civil organizada y no organizada en este particular. 
� En el expediente 2863-2006, se incluye la “apelación de sentencia de amparo” del veinticinco de abril de dos mil siete, en la cual la Corte de Constitucionalidad examinó la sentencia del veintidós de septiembre de dos mil seis, dictada por la Sala Tercera de la Corte de Apelaciones de Trabajo y Previsión Social, promovida contra la Corporación Municipal de la Ciudad de Guatemala por nueve organizaciones de personas con discapacidad, que entre otros problemas, destacaba: inexistencia de infraestructura en las paradas de autobús…;  b) violación de las reglas universales de accesibilidad en las unidades móviles que prestan el servicio urbano; c) falta de normas reglamentarias que regulen el servicio público; d) el Proyecto Transmetro viola, limita y restringe el derechos de las PCD al uso de dicho medio. La resolución conminó a la autoridad impugnada, a reglamentar y atender todo lo relativo a construcciones, ampliaciones de aceras y paradas de autobuses; los buses que sea adquieran a futuro deberán ser accesibles; c) revisar el Reglamento para la prestación del Servicio Público de Transporte Colectivo Urbano; d) iniciar implementación de lo ordenado en un término de seis meses; e) revisar el Proyecto Transmetro y realizar las modificaciones correspondientes.  A la fecha la sentencia no se ha cumplido; se cuenta con un nuevo proyecto de transporte público, implementado por el gobierno central, la Municipalidad y empresarios transportistas, denominado Transurbano, las unidades son totalmente inaccesibles. 





� “En el reglamento de la Ley de Adopciones, el artículo 26 se refiere a la información y documentación sujeta a registro, y añade que la Unidad de Registro deberá llevar un registro único, el inciso f) se refiere a “niños con necesidades especiales”. La Defensoría de la Niñez de la Procuraduría de los Derechos Humanos, ha informado que no se han implementado políticas específicas para responder a las necesidades de los niños y niñas con discapacidad. Además refieren que han tenido información de familias interesadas en adoptar niños y niñas con discapacidad, pero que los trámites engorrosos y burocráticos del Consejo Nacional de Adopciones, los juzgados de niñez y adolescencia son lentos para extender la certificación de adoptabilidad y la débil investigación de la Procuraduría General de la Nación, para acelerar informes que permitan la declaratoria de adoptabilidad perjudican el bienestar del niño para su protección y abrigo en una familia y como consecuencia los niños y niñas continúan institucionalizados”
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